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Resumen

La Cuenca Alta del río Santiago alberga el Área Metropolitana de Guadala-
jara, uno de los principales corredores industriales del país y uno de sus ríos 
más contaminados, el Santiago. La contaminación de este río ha desatado 
un conflicto socioambiental donde organizaciones de las comunidades ribe-
reñas de El Salto y Juanacatlán denuncian la expansión urbana e industrial 
descontrolada que ha convertido a este territorio en una zona de sacrificio. 
En este artículo exploro las contradicciones y ausencias de una estrategia 
de nivel estatal iniciada en 2018 para el río Santiago, y el papel del Estado 
en términos más generales en la gestión y el aprovechamiento de una crisis 
ambiental para facilitar los procesos de acumulación capitalista en la cuenca 
fluvial. La actividad industrial se ha expandido en la región desde que se lanzó 
la estrategia del río y durante el período de la pandemia de covid-19. Al mis-
mo tiempo, la estrategia de recuperación del río no sólo ha sido deficiente en 
acciones para controlar o reducir las fuentes industriales de contaminación. 
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Una visión cortada y utilitaria de los recursos hídricos margina los temas de 
la fragmentación del río a través de represas y desvíos, y de la extracción no 
controlada de aguas subterráneas. En este artículo, enfoco el análisis en el 
papel del Estado como una institución “creadora del ambiente” (environment-
making) (Parenti, 2016), al adoptar una narrativa de crisis ambiental para 
justificar inversiones en infraestructura de tratamiento de aguas residuales al 
mismo tiempo que políticas de atracción de inversiones y la escasa fiscaliza-
ción ambiental agudizan las causas de la crisis socioambiental en la cuenca.

Palabras clave: industria, regulación ambiental, ecología política del Esta-
do, zonas de sacrificio, contaminación del agua

Abstract

The Upper Santiago River Basin is home to the Metropolitan Area of Guada-
lajara, to one of the country’s main industrial corridors and to one of its most 
polluted rivers, the Santiago. River pollution has sparked a socioenviron-
mental conflict where organizations in the riverside communities of El Salto 
and Juanacatlán denounce the uncontrolled urban and industrial expansion 
that has turned this territory into a sacrifice zone. In this paper, I explore the 
contradictions and absences of a state-level strategy initiated in 2018 for the 
Santiago River, and the role of the state more broadly in managing and leve-
raging an environmental crisis to rationalize further capitalist accumulation 
in the river basin. Industrial activity has expanded in the region since the ri-
ver strategy was launched and through the period of the covid-19 pandemic. 
At the same time, the river clean-up strategy has not only been deficient in 
actions to control or reduce industrial sources of pollution. A partial and uti-
litarian view of water resources marginalizes the issue of the fragmentation 
of the river through dams and water diversion for urban water supply and 
irrigation, as well as of uncontrolled groundwater extraction in the basin. In 
this paper, I focus the analysis on the role of the state as an “environment 
making” institution (Parenti, 2016), in adopting a narrative of environmental 
crisis to justify investments in wastewater treatment infrastructure at the 
same time as investment attraction policies and scant environmental over-
sight exacerbate the causes of the socioenvironmental crisis in the basin. 

Keywords: industry, environmental regulation, political ecology of the sta-
te, sacrifice zones, water pollution



240 241

BAJO EL VOLCÁN. REVISTA DEL POSGRADO DE SOCIOLOGÍA. BUAP 
año 6, número 11, noviembre 2024 – abril 2025

Introducción

El gobernador de Jalisco, en el occidente de México, Enrique Alfa-
ro Ramírez, se presentó junto a la cascada el Salto de Juanacatlán 
en el segundo día de su administración, el 7 de diciembre de 2018, 
para arrancar una “estrategia integral” para la Cuenca del río San-
tiago con un programa de 54 acciones. Ya en 2023, al presentar 
su quinto informe de gobierno, Alfaro se jactó de haber gastado 
$5,182 millones de pesos en su estrategia “Revivamos el Río San-
tiago” y afirmó, con relación a los niveles de oxígeno en el agua, 
que “ya en 10 de las 11 estaciones el río inició su recuperación… 
No significa que ya esté como queremos, pero ya inició su sanea-
miento”. El punto que no mejoró ni en oxigenación ni tampoco 
en la presencia de sulfuros, según Alfaro, fue en la cascada, aun-
que sostuvo que: “Ahí lo que estamos haciendo es impresionante. 
Estamos ampliando la planta de tratamiento de El Ahogado para 
poder tratar ahí 3,250 litros por segundo”. Informó que se estaban 
instalando en el río Santiago en El Salto unos cinco “circuladores 
solares”, equipos de aireación, para aumentar los niveles de oxige-
nación y eliminar “malos olores”.1

Al arrancar la estrategia, en 2018, Alfaro se subió a una draga 
puesta en el río para la remoción mecánica de lirio acuático. Cinco 
años después, su administración vuelve a recurrir a acciones cos-
méticas, ahora con las bombas de aireación arriba de la cascada. 
Al mismo tiempo, las temáticas centrales de la estrategia no han 
variado desde 2018: montos de inversión y plantas de tratamien-
to. Ahora, se tergiversan y seleccionan tácticamente “datos” para 
crear una narrativa de éxito en torno a la supuesta recuperación 
del río. Más allá del cinismo de la manipulación de datos y crea-
ción de narrativas de éxito, es interesante analizar las diversas y 

1	 Enrique Alfaro Ramírez, presentación de Quinto Informe de Go-
bierno, 6 de noviembre de 2023, https://www.youtube.com/
watch?v=7pd0RgxywZ4&t=3703s, consultado noviembre de 2023.
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divergentes prácticas y discursos que han adoptado los actores 
gubernamentales, tanto a nivel estatal como federal, para procu-
rar mantener a la Cuenca Alta del río Santiago como una zona de 
sacrificio ambiental para la acumulación de capital, principalmen-
te en forma de la actividad industrial manufacturera y, también, la 
expansión urbana con vivienda de interés social.

Desde al menos el año 2001, grupos organizados de las co-
munidades de El Salto y Juanacatlán, separados por la cascada 
del Salto de Juanacatlán, han exigido la restauración del río, la 
protección de las condiciones de salud en sus comunidades, así 
como el freno a los procesos de expansión urbano-industrial que 
merman la calidad de vida de la población (McCulligh, 2023a; Na-
varro, 2015). En los más de veinte años de organización y recla-
mo ciudadano, liderado en particular por la Agrupación Un Salto 
de Vida, el conflicto socioambiental en torno al río Santiago ha 
acumulado también una retahíla de denuncias, recomendaciones 
y medidas cautelares de entidades de derechos humanos a nivel 
estatal, nacional e internacional (cedhj, 2009; cndh, 2022, cidh, 
2020). Como he documentado anteriormente, ante los primeros 
reclamos organizados desde las comunidades, diversas entidades 
estatales negaron la problemática de salud ambiental en torno al 
río Santiago (McCulligh, 2023a). Sin embargo, la acumulación de 
pruebas y la tenacidad de la organización comunitaria han impo-
sibilitado la negación de esta crisis socioambiental. En el perio-
do más reciente, al asumir incluso discursos de “crisis”, podemos 
cuestionar a qué objetivos responde el uso de narrativas de crisis 
ambiental en torno al río Santiago desde actores del Estado. Al 
mismo tiempo, y más allá de los discursos, ¿qué prácticas han 
adoptado actores gubernamentales de distintos niveles en los últi-
mos años y cómo han contribuido a mantener o no a este territorio 
como una zona de sacrificio?

Este texto retoma la investigación realizada en la Cuenca Alta 
del río Santiago desde 2013, que ha empleado una estrategia me-
todológica desde la etnografía institucional (Smith, 2005; Smith y 
Griffith, 2022). La etnografía institucional trata de entender cómo 
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una situación cotidiana de interacción con instituciones, en este 
caso la contaminación y ahora “restauración” del río Santiago, 
está imbricada en y coordinada por “relaciones institucionales”; o 
lo que Dorothy Smith también denomina las “relaciones de domi-
nio”, que se refieren al “extraordinario pero ordinario complejo de 
relaciones que están mediadas textualmente, que nos conectan a 
través del espacio y el tiempo y que organizan nuestra vida coti-
diana”, y que incluyen a las corporaciones y burocracias guberna-
mentales (2005: 10). La investigación ha contemplado entrevistas 
con funcionarios gubernamentales de los tres niveles de gobierno, 
con representantes del sector industrial, así como con activistas 
de las comunidades ribereñas, además de observación participante 
en espacios de “gobernanza” del sector público, recorridos de cam-
po, en particular a las obras de infraestructura de saneamiento y 
abastecimiento en la cuenca, así como la solicitud y análisis de 
información pública gubernamental. 

Para analizar la adopción desde actores estatales de narra-
tivas de crisis ambiental, inicio el texto con una discusión del 
papel del Estado como una institución “creadora del ambiente” 
(environment-making) (Parenti, 2016: 175) y la relevancia del aná-
lisis enfocado en el Estado en una zona de sacrificio ambiental. De 
ahí, la siguiente sección retrata brevemente la expansión urbana 
e industrial que se ha dado en décadas recientes en la Cuenca 
Alta del río Santiago, y en el contexto del impulso reciente del 
nearshoring. En la sección cuatro, examino la estrategia del go-
bierno estatal, y su enfoque predominante en la construcción de 
plantas de tratamiento municipales. La siguiente sección aborda 
las escasas acciones en la estrategia enfocadas en la industria 
manufacturera, así como la (no) actuación de otras autoridades 
del agua. La última sección examina brevemente algunos de los 
ausentes, no sólo de una estrategia sexenal de gobierno, sino de 
los debates en torno a la gestión del agua en la cuenca en general: 
la fragmentación fluvial por las diversas obras hidráulicas sobre 
el río que controlan sus flujos, y la sobreextracción de agua sub-
terránea y sus implicaciones para el acceso al agua en torno al 
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Área Metropolitana de Guadalajara. El texto cierra con algunas 
reflexiones sobre la manera en que la adopción de una narrativa 
de crisis ambiental desde actores del Estado ha sido utilizada para 
justificar inversiones en infraestructura de tratamiento de aguas 
residuales, al mismo tiempo que la expansión industrial y urbana 
y la escasa fiscalización ambiental agudizan las causas de la crisis 
socioambiental en la cuenca. Por otra parte, planteo que son los 
actores comunitarios y sus aliados quienes denuncian las “lógicas 
sacrificiales” impuestas en su territorio (Reinert, 2018; Barreda y 
Navarro, 2022), y exigen una visión integradora para imaginar al 
río Santiago como un entorno de vida.

Estado, crisis ambiental y condiciones de producción

“El Estado es, a lo sumo, un mensaje de dominación,” escribió 
Philip Abrams (1988: 81), al afirmar que el Estado es “un arte-
facto ideológico que atribuye unidad, moralidad e independencia 
al funcionamiento desunido, amoral y dependiente de la práctica 
del gobierno”. Desde la ecología política, autores como Robbins 
(2008) y Harris (2017) han insistido en el carácter fragmentado 
y contestado del Estado, así como en la “geografía desigual” del 
despliegue del poder estatal. Ante la complejidad de estudiar al 
Estado, evitar tanto su reificación como asumirlo como algo “onto-
lógicamente dado” (Harris, 2017: 4), desde la antropología Shar-
ma y Gupta sugieren el estudio de las prácticas cotidianas de los 
actores estatales, así como de las representaciones del Estado, 
para captar las contradicciones y su naturaleza “multifacética” 
(2006: 10). Al mismo tiempo, argumentan que focalizar los aná-
lisis en las prácticas y representaciones del Estado permite apre-
hender “su papel central en la perpetración de la explotación y la 
desigualdad” (Sharma y Gupta: 2006: 20). Este enfoque está en 
consonancia con la etnografía institucional que propone centrar 
el análisis en las “acciones reales” (actual doings) de las personas 
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y cómo son coordinadas de manera translocal con las acciones 
de otros/as e imbricadas en las “relaciones de dominio” (Smith y 
Griffith, 2022: 4).

Al pensar la forma en que se ejerce el poder en la sociedad, 
al mismo tiempo, Miliband, en su estudio del Estado en las so-
ciedades capitalistas, argumentó que no se puede separar la vida 
económica de la vida política, dado que el “poder económico des-
igual […] produce inherentemente desigualdad política” (1969: 265, 
énfasis en original). Escribía Miliband en otra época y sobre socie-
dades capitalistas del Norte Global, sin embargo, su observación 
es importante para pensar las complejas imbricaciones del poder 
económico que se disputan también a través de las prácticas e 
instituciones del Estado. Tras insistir en que el Estado debe ser 
pensado más como una relación o un proceso que una cosa, David 
Harvey mantiene que el movimiento hacia el laissez faire ha sido 
“más ideológico que real”, ya que en la historia del capitalismo “la 
noción de que […] jamás funcionó sin el involucramiento cercano 
y fuerte del Estado es un mito que merece ser corregido” (1976: 
88). Esto lo afirmó Harvey antes de la ola de políticas de neolibe-
ralización en distintas partes del mundo, iniciada a finales de la 
década de los setenta. Para sostener desde entonces estas polí-
ticas de libre mercado, diversos autores han llamado la atención 
al papel clave del Estado (Jessop, 2019; Peck y Theodore, 2023). 
Los procesos de neoliberalización siempre han implicado, como 
afirman Peck y Theodore (2023: 249) la “captura y reuso” del Es-
tado; o, como ha expresado Jessop (2019: 902), “si bien el neolibe-
ralismo y la financiarización pueden priorizar el valor de cambio en 
toda la sociedad, son en gran medida producto de fuerzas políticas, 
no del libre mercado”.

En lo concerniente al medio ambiente, además, se exacerban 
algunas de las tensiones inherentes en el Estado entre mantener 
las condiciones para la reproducción social y promover las condi-
ciones para la acumulación de capital. Al entender que una función 
principal del Estado es proveer las condiciones para la reproduc-
ción del capital, Ioris (2015: 171) identifica un dilema central del 
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Estado entre “la necesidad de ejercer liderazgo en nombre de la so-
ciedad en general y simultáneamente defender los intereses de los 
grupos político-económicos más fuertes”. Desde esta lógica, aseve-
ra, por una parte, que la motivación principal para que el Estado 
intervenga en asuntos ambientales es para contener los conflictos 
socio-ecológicos. Por otra parte, sostiene que la legislación y políti-
cas ambientales fungen para “sistematizar el acceso y la propiedad 
de partes de la socionaturaleza que tengan relevancia económica 
o política, así como reducir los costos de producción y las incerti-
dumbres” (Ioris, 2015: 173). Esto se relaciona con los argumentos 
de Parenti (2016), quien define al Estado como “una relación con la 
naturaleza”, debido a su papel en facilitar al capital los valores de 
uso de la naturaleza. Para Parenti, el Estado realiza esta función 
principalmente a través de su papel en sostener “regímenes de pro-
piedad basados en el lugar, su producción de infraestructura y sus 
prácticas científicas e intelectuales que hacen que la naturaleza no 
humana sea legible y, por tanto, accesible” (2016: 167).

Estas tres funciones resaltadas, entre otras formas de “bio-
poder” (Parenti, 2016), se relacionan con el caso del río Santiago 
aquí analizado. Aunque el agua es formalmente propiedad de la 
nación en México, el sistema de concesiones de extracción sis-
tematiza su acceso para el aprovechamiento privado, mientras 
los permisos de descarga “regularizan” la contaminación de los 
cuerpos de agua, proceso que se da bajo condiciones de impuni-
dad dada la escasa vigilancia del cumplimiento como se detallará 
más adelante. La producción de infraestructura de tratamiento de 
aguas residuales toma un papel protagónico en la trama reciente 
del río Santiago. Al analizar el rol de las plantas de tratamiento de 
aguas residuales (ptar) municipales en la estrategia Revivamos 
el Río Santiago, es útil la observación de Mbembe (2001) en el 
sentido de que la infraestructura tiene sus “dobles”. Más allá de 
su función técnica, muchas veces la infraestructura funge además 
como un vehículo para la transferencia de recursos públicos al 
sector privado, en donde esta apropiación es también una forma de 
“intercambio político” (Mbembe y Roitman, 1995: 335). Retoman-
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do estas ideas, Larkin (2018: 176) resalta que otro doble de la in-
fraestructura es su “valor de signo” para las autoridades, quienes 
pueden ostentar las inversiones para “demostrar su compromiso 
con un futuro verde, ambiental” o más ampliamente con ideas de 
progreso y desarrollo.

Con relación a prácticas científicas e intelectuales, Robbins 
(2008) señala cómo desde la ecología política diversos estudios 
han enfatizado el papel del Estado como experto al producir y bo-
rrar tanto conocimientos como narrativas ambientales. Aunque po-
dría suponerse que haya una tendencia desde agencias del Estado 
a querer suprimir narrativas de crisis ambiental –como ha ocurrido 
claramente en el caso bajo estudio– bajo ciertas circunstancias 
desde el Estado se adoptan narrativas de crisis para, por ejemplo, 
justificar inversiones o acceder a fondos internacionales (Robbins, 
2008). Adoptar una narrativa de crisis ambiental, como ha hecho 
el gobierno de Jalisco, conlleva la generación de narrativas para 
explicar las causas de la crisis y sus soluciones. La estrategia 
Revivamos el Río Santiago no sólo genera “legibilidad” de la pro-
blemática, como diría Scott (1998: 24) de la capacidad de los sis-
temas y procedimientos estatales de simplificar una realidad más 
compleja, sino también esas “ficciones estatales transform[an] la 
realidad que presumen observar”. En este sentido, argumento que 
es bajo el cobijo de acciones para presuntamente instaurar la res-
tauración de la cuenca, que los mismos actores han impulsado 
la expansión de las actividades (industriales e inmobiliarias) que 
convierten a la cuenca en una zona de sacrificio ambiental.

El término de zona de sacrificio ha sido retomado por movi-
mientos en contra de injusticias ambientales en distintas geogra-
fías para llamar la atención a las múltiples violencias ambientales 
experimentadas por “territorios y cuerpos subalternizados, femi-
nizados y racializados” (Barreda y Navarro, 2022: 92; Acselrad, 
2014). La discusión en torno a las zonas de sacrificio resalta el 
carácter estructural de su creación, como parte del “intercambio 
capitalista desigual” (Barreda y Navarro: 86), en donde el Sur glo-
bal oferta entre sus ventajas comparativas la mano de obra barata 
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y los espacios a sacrificarse facilitados por esquemas regulatorios 
flexibles. Estudios de las resistencias que invocan el término de 
zonas de sacrificio para reclamar las múltiples formas de conta-
minación y desposesión a las que son expuestas, identifican con 
claridad cómo estas resistencias ponen en jaque a los modelos 
de desarrollo capitalista nacionales, y a la ideología de progreso 
y desarrollo (Bolados y Sánchez, 2017; Poblete et al., 2019; Her-
nández Vidal et al., 2023). El rol del Estado, así como de empresas 
públicas y privadas, son claves en generar y mantener las zonas 
de sacrificio. En este tenor, en su análisis de la zona de sacrificio 
en torno al Complejo Industrial Ventanas en Puchuncaví, Chile, 
Poblete et al. (2019: 9) ponen el foco en los instrumentos de pla-
neación territorial como uno de los elementos institucionales que 
permiten “generar, perpetuar o promover” las zonas de sacrificio 
en aquel país. Barreda y Navarro (2022: 93), por su parte, desta-
can la dimensión discursiva del actuar del Estado, tanto al ofuscar 
información sobre los daños como al buscar naturalizarlos a través 
de “imaginarios progresistas, encaminados a desactivar la indig-
nación e imponer un sentido de inevitabilidad del desastre”.

En la Cuenca alta del río Santiago, las acciones desde el go-
bierno estatal, y la inacción notoria del gobierno federal en el mismo 
periodo, pueden entenderse bajo el marco de lo que he denominado 
la corrupción institucionalizada. La corrupción institucionalizada se 
refiere a un patrón de sesgo en la generación y aplicación de la re-
gulación ambiental para beneficiar –más que a funcionarios públicos 
individuales– al sector privado, al facilitar el acceso a los bienes 
comunes como el agua para la extracción o como sitio de desecho 
de sus “externalidades ambientales” (McCulligh, 2023a; Tetreault y 
McCulligh, 2018). En el ámbito de la contaminación impune de los 
cuerpos de agua en el país, esa corrupción institucionalizada se ex-
presa a través de un marco regulatorio laxo y escasamente aplicado, 
el empoderamiento del sector privado en los procesos de generación 
de los marcos normativos, un énfasis en la recaudación de derechos 
más que el control de la contaminación, y en esquemas regulatorios 
que dependen del auto-monitoreo y la auto-regulación, o incluso el 
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optar por esquemas voluntarios respaldados por agencias del Esta-
do (Ibíd.). Algunas de estas prácticas saldrán a cuenta en el análisis 
que sigue, en donde además el énfasis estará en la creación de una 
narrativa de crisis y de “solución” para el río Santiago, que ahora 
incluso presume estar logrando con éxito. Buscaremos responder a 
la pregunta, ¿éxito para quiénes?

Cuenca alta del río Santiago: expansión  
urbana e industrial

El río Santiago, la continuación natural del sistema hidrológico Lerma-
Chapala, nace en el municipio de Ocotlán. Residen 8.7 millones de 
habitantes en su cuenca de 72,760 kilómetros cuadrados que cubre 
partes de los estados de Aguascalientes, Durango, Guanajuato, Jalis-
co, Nayarit y Zacatecas (Conagua, 2021). La mayor parte de esa pobla-
ción reside en la parte alta de la cuenca, desde su nacimiento y hasta el 
Área Metropolitana de Guadalajara (amg). Esto coincide en términos 
generales con los dieciocho municipios que en la estrategia Revivamos 
el Río Santiago (rrs) se designaron como área de intervención priori-
taria (aip), y que suman una población de 5.8 millones de habitantes 
(véase Figura 1 y Mapa 1). En las últimas décadas, el crecimiento po-
blacional se ha concentrado en municipios al sur del amg. Las tasas de 
crecimiento anuales entre 2000 y 2020 han sido mayores en Tlajomul-
co de Zúñiga (24.4%), Ixtlahuacán de los Membrillos (10.7%), El Salto 
(9.0%), y Juanacatlán (8.1%). En conjunto, la población de esos cuatro 
municipios aumentó de 240,469 habitantes a 1,059,426 habitantes en 
esos veinte años (inegi, 2000, 2010, 2020). Mucho de ese crecimiento 
se ha dado en fraccionamientos de vivienda de interés social, con ser-
vicios intermitentes de agua potable, además de los conocidos proble-
mas de inseguridad y violencia, y carencia de servicios básicos (Greene 
y Morvant-Roux, 2020; McCulligh et al., 2020). No sorprende, en este 
sentido, que estos sean los municipios con mayor porcentaje de casas 
deshabitadas del aip, 25.6% o más 111 mil viviendas (inegi, 2020).
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Figura 1 
Población de 18 municipios del Área de  

Intervención Prioritaria, 1990-2020

Fuente: Elaboración propia con base en inegi (1990, 2000, 2010, 2020).

La Cuenca Alta del río Santiago, y la aip, concentra la activi-
dad industrial del estado, actividad que, hay que destacar, ha 
crecido en los años en que el gobierno ostenta estar encabe-
zando un proceso de restauración de la cuenca. En 2022, Jalis-
co contribuyó el 7.4% al pib de las industrias manufactureras 
en el país, sólo detrás de Nuevo León (12.6%), el Estado de 
México (9.4%), y Coahuila (8.3%), al sumar $380.6 mil millo-
nes de pesos (inegi, 2024a). Este pib manufacturero, así como 
el empleo en el sector, ha crecido en la última década, con 
la excepción del año 2020, cuando se desaceleró la economía 
por la pandemia por covid-19 (véase la Figura 2). En 2023 
hubo 15.8% más trabajadores asegurados en las industrias de 
transformación que en 2018 (iieg, 2024). En marzo de 2024, 
el 86% de los empleos formales en este sector se localizaban 
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en los dieciocho municipios del aip, con el 66% en sólo cuatro 
municipios: Zapopan (130,230 trabajadores asegurados), Gua-
dalajara (111,384), Tlajomulco (52,228) y El Salto (50,589) 
(inegi, 2024a.). Vale la pena destacar que El Salto tiene la tasa 
más alta de empleos manufactureros por población municipal, 
con un empleo en este sector por cada cinco habitantes (inegi, 
2020; iieg, 2024).2

Mapa 1 
Cuenca Alta del río Santiago y área de intervención prioritaria

2	 El número de empleos en el sector manufacturero no implica que 
esos obreros viven en el municipio en donde se encuentra su lugar 
de trabajo.
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Figura 2 
PIB manufacturero y trabajadores asegurados en  

industrias de transformación en Jalisco, 2013-2023

Fuente: Elaboración propia con base en datos del inegi (2024a) y del 
iieg (2024).

Para el aip, el Directorio Estadístico Nacional del inegi arroja la 
presencia de 3,516 empresas manufactureras pequeñas (11 a 50 
personas), medianas (51 a 100 personas) y grandes (101 y más 
personas), distribuidas entre una diversidad de giros industriales 
(véase el Mapa 2). Los giros con mayor número de unidades pro-
ductivas son los de química y plástico (19%), alimentos y bebidas 
(18%), mueblera y madera (13%), calzado, vestir y textil (13%), y 
productos metálicos (12%). En la zona, se identificaron 192 em-
presas de capital extranjero, concentrados mayormente en los sec-
tores de electrónica y eléctrica (26%), química y plásticos (25%), 
alimentos y bebidas (16%), productos metálicos (10%), y automo-
triz y autopartes (10%) (inegi, 2022). De acuerdo con el Instituto 
de Información Estadística y Geográfica de Jalisco, estos últimos 
son los sectores que más contribuyen al pib manufacturero esta-
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tal. En 2022, el 40.8% de este pib fue de alimentos y bebidas, el 
29.9% de los sectores de electrónica, eléctrica, maquinaria y auto-
motriz y autopartes; y el 15.6% de química y plásticos (iieg, 2022).

Mapa 2 
Instalaciones industriales en área de intervención  

prioritaria por giro y tamaño

Las exportaciones manufactureras de Jalisco se concentran en 
pocos sectores. En 2023, el 93.7% de exportaciones, valoradas 
en US$27.2 mil millones de dólares, provenían de los sectores: 
electrónica (50.9%), automotriz y autopartes (14.1%), bebidas 
(11.5%), química (8.5%), alimentaria (4.7%), y plásticos y hule 
(4.1%) (inegi, 2024b). A nivel nacional, en 2023 las exportaciones 
manufactureras representaron el 89.8% del valor de exportacio-
nes del país, dominado por los sectores automotriz y autopartes 
(40.7%), y eléctrica y electrónica (21.7%) (inegi, 2024b). Al mis-
mo tiempo, en 2023 esas exportaciones se dirigían en un 82.7% 
a los Estados Unidos (inegi, 2024a). Debido a una disminución 
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en las importaciones de China a Estados Unidos, por primera vez 
en 2023, México fue el primer país fuente de importaciones de 
bienes y servicios a los ee.uu. (bea, 2024). Esto nos conduce al 
tema de nearshoring, y más en general a entender la configuración 
del sector manufacturero en México y su imbricación con el sector 
productivo en Estados Unidos.

Bajo las políticas de neoliberalización, o de desarrollo orien-
tado a la exportación, la industria manufacturera en México se ha 
vuelto “fragmentada y desarticulada” (Cypher y Crossa, 2024: 89), 
sin una base productiva de empresas nacionales. Constituye, en pa-
labras de Bizberg, un sistema de “capitalismo de subcontratación in-
ternacional desarticulado, o bien articulado externamente” (2015: 83, 
énfasis en original). Esa articulación externa se puede observar, por 
ejemplo, en el crecimiento de las importaciones a la par de las ex-
portaciones manufactureras, con un 75.7% de las importaciones y el 
43.0% de las exportaciones en 2023 siendo bienes de uso interme-
dio (inegi, 2024a). Así, Cypher y Crossa (2024: 89) explican que “las 
crecientes exportaciones a los ee.uu. dependen de la importación de 
insumos, tanto de los ee.uu. como de otras naciones proveedoras”. 
Siguiendo en la línea de una estrategia “de integración pasiva a la 
economía global”, dependiente de la inversión extranjera directa, y 
que responde “mayormente a los intereses de las transnacionales 
estadunidenses” (Cypher y Crossa, 2024: 148), actualmente desde 
las administraciones federal y estatal en Jalisco, la apuesta para el 
crecimiento se ha centrado en la relocalización de empresas.

En lo que un informe de la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (cepal) denomina la “fábrica de América del Nor-
te”, México constituye un “país fábrica”, en donde las empresas de 
los “headquarter countries” aprovechan los salarios bajos, menores 
incluso que en China (Garrido, 2022: 25). Por su cercanía a ee.uu., 
el nearshoring en México no es un fenómeno nuevo, sin embargo, 
el impulso más reciente de la relocalización de empresas hacia Es-
tados Unidos (reshoring) o a México ha respondido a factores que 
incluyen temores por la creciente desindustrialización en aquel país, 
que implica pérdidas en innovación tecnológica, así como con redu-
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cir los riesgos y costos de la logística al acortar las distancias en las 
cadenas de suministro, que se vieron exacerbados por los problemas 
de la pandemia (Cypher y Crossa, 2024; Garrido, 2022).

Con el nuevo “elíxir mágico” del nearshoring, lo que se puede 
esperar en términos generales, es la relocalización de procesos in-
tensivos en trabajo para aprovechar la mano de obra barata, bajo el 
Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá (t-mec) (Cypher y 
Crossa, 2024: 234). Al mismo tiempo, como señala Garrido (2022: 
79), en ausencia de datos públicos sobre el nearshoring, el merca-
do de las inmobiliarias industriales, o creación de parques indus-
triales, puede ser un indicador. De acuerdo con la Asociación de 
Parques Industriales del Estado de Jalisco (apiej), el inventario de 
espacio pasó de 4.3 millones de metros cuadrados en 2017 a 5.94 
millones en 2022, con el mayor crecimiento en el corredor indus-
trial de El Salto (Mora, 2023). En El Salto, los espacios en parques 
industriales crecieron más del doble, al pasar de 900 mil metros 
cuadrados en 2018 a 1.9 millones a mediados de 2023 (Romo, 
2023). La empresa de bienes raíces comerciales cbre reporta que 
la ocupación de estos parques ha sido mayormente para sectores 
de logística y distribución, y en menor medida para los sectores 
electrónica, automotriz y otras manufacturas (cbre, 2022).

Para 2024, los nuevos proyectos en Jalisco se encuentran ma-
yormente en El Salto (cbre, 2024). El paisaje del municipio de El 
Salto se ha ido de esta forma poblando de nuevas naves industria-
les, con la instalación desde 2018, entre otros, de los parques: Na-
vea, Flex Park El Salto, Plataforma Park Guadalajara, Roca Desa-
rrollos Guadalajara, finsa El Salto, Panorama Industrial El Salto, 
Xtra Industrial El Salto, Vesta Park Guadalajara, El Salto Park 
III, además de parques aledaños en Tlajomulco e Ixtlahuacán de 
los Membrillos, así como otros proyectos en construcción. Esto es 
a la par de la estrategia rrs del gobierno de Jalisco para revivir el 
río. ¿En qué ha consistido esta estrategia y cómo se ha construido 
narrativamente la problemática del río, así como su estrategia de 
recuperación desde el gobierno? Además, ¿qué han hecho las au-
toridades federales en el mismo periodo?
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Revivamos Río Santiago: las PTARS al rescate

Poco después del arranque de la estrategia rrs, en enero de 2019, 
Un Salto de Vida y un conjunto de investigadores/as aliados emi-
tieron un pronunciamiento para tratar de incidir en la estrategia 
anunciada al solicitar que se sometiera a una consulta y a la cons-
trucción colectiva vinculante. Al notar el enfoque de la estrategia 
en las grandes obras hidráulicas y soluciones de “final del tubo”, 
el pronunciamiento remarcó la “omisión de una estrategia real e 
integral para enfrentar la contaminación de origen industrial, sin 
la cual, la recuperación del río es imposible”. Asimismo, destacó 
que, sin el compromiso de autoridades de los diferentes niveles 
de gobierno, y en particular de la Comisión Nacional del Agua 
(Conagua), no podría existir un plan de saneamiento del río.3 Es-
tos puntos dan pie para repasar las acciones y discursos que han 
caracterizado a la estrategia rrs.

Desde su inicio, en diciembre de 2018, quedó claro que el 
núcleo de la estrategia rrs era la construcción y rehabilitación de 
plantas de tratamiento de aguas residuales (ptars) municipales. 
De los $5,182 mdp que a finales de 2023 el gobernador Alfaro 
refiere haber invertido en la estrategia, el 57.2% ($2,964 mdp) 
fueron para la construcción, rehabilitación y/o ampliación de 18 
ptars, para la construcción de colectores faltantes y la operación y 
mantenimiento de estas mismas plantas. Con esto, la meta fue au-
mentar la cobertura de saneamiento en el estado del 64 al 75%.4 
Acerca de la inversión restante, hay poca claridad, y muchos pro-
gramas generales de las secretarías estatales, como inversiones 

3	 Pronunciamiento de investigadores, académic@s y especialistas ante 
la ‘Estrategia integral para la recuperación del río Santiago’, 16 de 
enero de 2019.

4	 Comentarios del secretario de Gestión Integral del Agua, Jorge Gastón 
González, durante la Glosa del Quinto Informe de Gobierno: Coordinación 
de Gestión de Territorio, Congreso de Jalisco, 24 de noviembre de 2023.
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en puentes y caminos o rehabilitación de clínicas de salud, se “re-
empaquetaron” como acciones en pro del río. Los informes anua-
les de la estrategia rrs mencionan algunos montos invertidos en 
estas otras acciones, pero la información no permite vislumbrar 
cómo se invirtieron los otros más de dos mil millones de pesos, 
aparentemente, en atender la problemática de la cuenca (Gobierno 
de Jalisco, 2020, 2021, 2022, 2023).

Al introducir en 2018 su programa de 54 acciones, desarro-
lladas sin consultar a integrantes de las comunidades, activistas o 
especialistas, Alfaro hizo énfasis en la inversión y las obras:

vamos a presentar […] un programa de inversión de miles 
de millones de pesos, así de claro, porque lo que ha pasado 
en el pasado es que como no son obras que lucen para los 
gobernantes […] esto son colectores, son plantas de tra-
tamiento, son tubos, no se ven, no generan aplausos, pero 
esto es lo único que nos va a permitir darle viabilidad a 
nuestro estado en el futuro.5

La problemática de las ptars municipales es compleja, ya que 
adolecen de una serie de problemáticas sistémicas en el país y 
en el estado, que conduce a su operación inadecuada y, en no po-
cas ocasiones, a su posterior abandono (McCulligh, 2023b). Estas 
problemáticas inician desde la planeación y diseño de las plantas. 
Así, por ejemplo, una de las plantas rehabilitadas en el marco de 
la estrategia, de la cabecera municipal de Tototlán (capacidad 26 
litros por segundo (L/s), inversión $14.6 mdp), se encuentra en 
una zona inundable. El error apareció desde la instalación de la 
planta original construida en 2004, y persiste con la planta rehabi-
litada, como se confirmó en una visita durante la época de lluvias 
en 2022, cuando no operaba por esta situación (visita de campo, 
21 de julio de 2022).

5	 https://www.jalisco.gob.mx/prensa/noticias/arranca-gobernador-de-
jalisco-plan-de-saneamiento-35772, consultado octubre de 2023.
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Otra problemática tiene que ver con las descargas no domésti-
cas que llegan a las ptars municipales y que pueden inhabilitarlas 
o disminuir su eficiencia. Al menos dos plantas nuevas construi-
das en el marco de la estrategia enfrentan esta situación. La plan-
ta nueva que sirve a 19 pequeñas localidades en el municipio de 
Zapotlanejo (capacidad 45 L/s, inversión $56.4 mdp) recibe des-
cargas de suero de productores de queso, lo que los operadores 
de la planta explicaron deriva en la necesidad de desviar todo el 
influente de la planta de cuatro a cinco horas por la mañana y una 
hora o más por la tarde. La cabecera municipal de Tequila tam-
bién estrenó en 2021 una ptar (cap. 75 L/s, inversión $71.8 mdp), 
pero estaba tratando sólo 10 L/s al visitarla a mediados de 2022, 
por bloqueos en el sistema de colectores. Aun así, los operadores 
reportaron que habían tenido que desviar influente teñido con vi-
nazas de empresas tequileras asentadas en la cabecera. Original-
mente, esta ptar contemplaba un tren de tratamiento separado 
para las vinazas tequileras, pero eso no se construyó (visita de 
campo, 22 de julio de 2022). En mayo de 2024 la Comisión Estatal 
del Agua (cea) Jalisco licitó a la empresa ayma Ingeniería y Con-
sultoría la construcción de una ptar para tratamiento de aguas 
industriales en Tequila, por un costo $19.9 mdp.6 De esta forma, 
el gobierno estatal asume una responsabilidad de particulares, en 
un contexto en donde no existe información pública sobre la recu-
peración de los costos incurridos.

El artículo 115 de la constitución encarga a los municipios de 
los servicios de agua, alcantarillado y tratamiento de las aguas, 
en un proceso de descentralización fallido por las carencias técni-
cas y económicas de muchas de las administraciones municipales. 
Esto lleva a la problemática principal de las ptars: su deficiente 
operación o abandono. Para la mayoría de las ptars de la estrate-

6	 https://www.ceajalisco.gob.mx/sites/licitaciones/wp-content/uploads/9.-
ACTA-DE-PRONUNCIAMIENTO-DE-FALLO-LP-EST-014-24-1.pdf, con-
sultado en agosto de 2024.
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gia, terminadas las intervenciones en 2021, el gobierno de Jalis-
co ha pagado desde entonces su operación a través de contratos 
anuales con empresas privadas. Sin embargo, esto ha sido una 
forma emergente de garantizar su operación, con la incertidum-
bre para los ayuntamientos si continuaría. Al finalizar en 2024 la 
administración estatal, no hay forma de saber si serán entregadas 
a los municipios o si un nuevo gobierno estatal continuaría sufra-
gando su operación. 

En siete municipios visitados entre 2022 y 2023, con plantas 
rrs operadas por empresas contratadas por el gobierno estatal, 
directivos municipales del agua entrevistados dijeron desconocer 
los costos de operación de estas ptars, y aseguraron que asumir 
su operación tendría impactos negativos importantes para sus fi-
nanzas. “Tronaríamos”, decía contundente un funcionario (comu-
nicación personal, 18 de octubre de 2022). Ante su posible entrega 
al municipio, un director cuestionó: “¿Cómo le hacemos para ope-
rarlas? Yo estoy ahí de, ‘No, no, no, no, no.’ […] porque mi recau-
dación no me va a dar” (F. Arámbura, comunicación personal, 5 de 
octubre de 2022). Puede convertirse en una disyuntiva, como tam-
bién notaron Casiano Flores et al. (2019), entre operar una ptar o 
proveer agua. Explica otro directivo municipal del agua por qué no 
prioriza las plantas de tratamiento: “Pues primero lo primero, te 
exigen agua, tienes que darle a la comunidad agua y los recursos 
financieros no alcanzan para tanto”. Como esto conlleva no dar el 
mantenimiento requerido a las plantas, dice, “Llega el momento 
en que llegan a ser hasta obsoletas, que ya no funcionan” (L. Pé-
rez, comunicación personal, 18 de octubre de 2022). Así, la futura 
operación de estas plantas seguramente requeriría de la continua 
intervención del gobierno estatal.

Donde sí la operación continuará es para la ptar más grande 
intervenida, El Ahogado. Esta ptar, nombrada por su ubicación en 
la subcuenca más contaminada del río Santiago, también arrastra 
una historia de mala planeación y ahora puede inaugurar, bajo el 
título de “economía circular”, nuevas formas de reuso de agua re-
sidual tratada (Gobierno de Jalisco, 2022). Inaugurada en 2012 
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con una capacidad de 2,250 L/s, la ptar El Ahogado operaba ya al 
tope de capacidad desde 2013, a pesar de que hasta 2020 se com-
pletaron los colectores en su cuenca de aportación (Gobierno de 
Jalisco, 2021). Dimensionada de forma inadecuada, su ampliación 
era un pendiente reconocido por la cea desde al menos 20167. En 
2024, se espera que entre en operación la ampliación de esta ptar 
para que trate 3,250 L/s, en un contrato con la empresa japonesa 
Mitsui & Co., para su ampliación, adición de un proceso terciario 
de tratamiento, así como su operación durante otros 18 años.8

A la par de la ampliación de la planta, en diciembre de 2023, 
Alfaro inauguró en la zona industrial de El Salto una “línea mo-
rada”, una infraestructura construida a través de un fideicomiso 
con usuarios industriales, con la capacidad de proveer 600 L/s de 
agua tratada de la ptar El Ahogado a fábricas de la zona. Hasta 
abril de 2024, había el compromiso de compra de 150 L/s de esta 
línea por usuarios industriales.9 Los planes del reúso no terminan 
ahí, sin embargo, ya que se ha anunciado la futura reutilización 
de “2,000 [L/s] para público-urbano […] y así generar una nueva 
fuente de abastecimiento que ayude a lograr la resiliencia necesa-
ria para disminuir la sobreexplotación de los acuíferos” (Gobierno 
de Jalisco, 2023: 192). De acuerdo con la Organización Mundial de 
la Salud, el reúso potable (directo o indirecto) de agua residual tra-
tada, requiere de una planeación y sistemas de control basados en 
la evaluación de riesgos, así como trenes de tratamiento complejos 
y confiables, para evitar los riesgos de patógenos y contaminan-

7	 Dictamen de Ampliación ptar El Ahogado y colectores, preparado para 
la cea en 2016 por Estudios y Proyectos de Ingeniería Ambiental y 
Sanitaria, S.A. de C.V.

8	 https://www.ceajalisco.gob.mx/sites/mcs/wp-content/uploads/2024/02/
CAPP-ampliaci%C3%B3n-AH-firmado-testado.pdf, consultado enero 
de 2024.

9	 Comentarios de Julián Somoza, Jefe de Planeación Estratégica Am-
biental, Secretaría de la Gestión Integral del Agua, 18 de abril de 
2024, Ecomondo México, Guadalajara, Jalisco.
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tes químicos (who, 2017). Existe información muy escasa sobre 
el futuro reúso potable de la ptar El Ahogado: quién recibirá esa 
agua, qué evaluaciones y estudios han realizado las autoridades, 
y cómo se controlarán los riesgos para la salud pública. Por otra 
parte, este volumen de reúso mermará aún más los caudales en el 
río Santiago, un tema que tocaré en la última sección.

Industria manufacturera en la estrategia RRS

Dejando hasta aquí el breve repaso de las acciones de saneamiento 
de aguas residuales municipales, ¿qué ha contemplado la estra-
tegia rrs para otras fuentes de contaminación, en particular la 
industrial? Primero, sin entrar en detalle, vale la pena mencionar 
que diversos estudios han confirmado no sólo el incumplimiento 
de industrias en la cuenca de la normatividad aplicable, sino la 
presencia de contaminantes tóxicos en descargas y el río Santia-
go. En este último sentido, activistas e investigadoras/es críticos 
recurrimos con frecuencia a un estudio realizado por el Instituto 
Mexicano de Tecnología del Agua en 2011 para la cea, ya que es el 
único que ha buscado detectar contaminantes orgánicos volátiles 
y semi-volátiles en descargas industriales y el río, y que identificó 
1,090 de tales sustancias a lo largo de tres campañas de monito-
reo (cea e imta, 2011). Más recientemente, una caracterización 
de la Cuenca Santiago-Guadalajara de la unam y la Secretaría de 
Medio Ambiente y Desarrollo Territorial Jalisco (Bollo et al., 2017: 
152) concluyó que el “río Santiago se encuentra en un estado crí-
tico por la calidad biológica y química de sus aguas”. Con relación 
a la contaminación química, destacaron que “la mayor parte está 
asociada con actividades industriales y en menor grado a las fuen-
tes domésticas que incorporan detergentes y limpiadores al agua” 
(Bollo et al., 2017: 150).

Al arrancar la estrategia, dos de los puntos se encaminaban 
al sector industrial: la integración de un “registro único de descar-
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gas”, lo que formaría parte del otro punto, el fortalecimiento de 
las acciones de inspección, ambas actividades a cargo de la Pro-
curaduría Estatal de Protección al Ambiente (proepa). El Registro 
Estatal Único de Descargas y Aportes Contaminantes (reudac), 
a 2024, presenta información de bases de datos de la Conagua 
y el inegi, así como algunos datos estadísticos de las inspeccio-
nes realizadas por proepa (sin especificar nombres de empresas 
ni sanciones)10. La intención de robustecer a la misma proepa, con 
mayores recursos, titubeó. El presupuesto de proepa aumentó pri-
mero, de $16.7 mdp en 2018 a $66.7 mdp en 2019, lo que permitió, 
de acuerdo con la procuradora, contratar de 10 a 12 inspectores 
adicionales. Sin embargo, ella explica que posteriormente con la 
pandemia “hubo un retroceso”, y el presupuesto volvió a bajar, pri-
mero a $52 mdp en 2020, y luego a un promedio de $25.8 mdp 
anuales entre 2021 y 2023 (D.C. Padilla, comunicación personal, 
15 de octubre de 2021).11

Más allá de estas tentativas a robustecer la inspección esta-
tal, que por la división de competencias tampoco atiende las des-
cargas de agua residual, la acción hacia la industria se conceptuó 
en la estrategia como parte de un componente titulado “Fuente de 
desarrollo”, que busca “fomentar el desarrollo sostenible de los 
sectores económicos”, a través de la “reconversión productiva” y 
la innovación tecnológica en materia de tratamiento de aguas resi-
duales y manejo de residuos (Gobierno de Jalisco 2020a: 91). Una 
primera acción, en esta línea, consistió en la firma de un pacto en 
agosto de 2019 entre la Secretaría de Desarrollo Económico de 
Jalisco y cinco cámaras industriales, en donde las últimas se com-
prometieron a “garantizar el cumplimiento de sus agremiados en 
torno a las regulaciones ambientales en materia municipal, estatal 
y federal”, así como impulsar la “mejora continua”. Llama la aten-

10	 https://proepa.jalisco.gob.mx/registro.html, consultado abril de 2024.
11	 https://transparenciafiscal.jalisco.gob.mx/transparencia-fiscal/programa-

tico_presupuestal/presupuesto-de-egresos, consultado junio de 2024.
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ción un pacto para comprometerse a cumplir la ley y poco más. 
Esto era necesario, explicó el coordinador del Consejo de Cámaras 
Industriales de Jalisco, Rubén Masayi González, al ser “tema de 
voluntades cumplir con las normas [porque] nuestro sistema de 
gobierno no tiene capacidad de vigilar que todos cumplamos. Es 
una convicción que debemos tomar” (Mora, 2019). 

En la misma línea de acciones voluntarias, surgió una inicia-
tiva que después ha sido abandonada. En diciembre de 2019, Un 
Salto de Vida fue anfitriona de la primera parada de la Caravana 
ToxiTour, organizada por grupos comunitarios y civiles vinculados 
a la Asamblea Nacional de Afectadas/os Ambientales junto con el 
Transnational Institute. La caravana llevó a activistas, parlamen-
tarios y científicos de Europa, Estados Unidos y Sudamérica a seis 
regiones para escuchar a las y los afectados por “los impactos 
sociales y ambientales de las empresas transnacionales y el libre 
comercio en México” (Vargas et al., 2021: 6). En la reunión en El 
Salto, la Dra. Gabriela Domínguez dio a conocer por primera vez 
los resultados de un estudio que coordinó desde la Universidad 
Autónoma de San Luis Potosí para la Comisión Estatal del Agua y 
terminado en 2011. El estudio contempló análisis en sangre y ori-
na de 330 niñas y niños de 6 a 12 años en varias comunidades a la 
orilla del río, y encontró que “los niños de El Salto, Juanacatlán, La 
Cofradía y Puente Grande presentaron altos niveles de exposición 
a plomo, arsénico, cadmio, mercurio, benceno y [contaminantes or-
gánicos persistentes]” (2011: 268). Un periodista de Guadalajara, 
José Toral, luego dio a conocer públicamente el estudio en enero de 
2020 (Toral, 2020). En esta coyuntura de reacción en los medios, 
el 5 de febrero, el gobernador Alfaro llamó a lo que bautizó una 
“macro-excursión”, donde llevó a prensa, activistas e interesados 
a las obras de la estrategia rrs y a realizar la clausura simbólica 
de una empresa. Ahí dio a conocer una lista de 29 empresas que 
incumplían la normatividad en sus descargas en la cuenca. La lista 
incluía a varias de las transnacionales asentadas en el aip (Cytec 
(Solvay), José Cuervo, Patrón Spirits, Hershey, Honda, Nestlé, Qui-
mikao y Zoltek (Toray)) (De la Peña, 2020). Coincidentemente, 
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ese mismo día, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(cidh) dio a conocer medidas cautelares para “para preservar la 
vida, integridad personal y salud de los pobladores de las zonas 
hasta 5 kilómetros del Río Santiago en los municipios de Juana-
catlán y El Salto”, así como de varias comunidades de la ribera 
del lago de Chapala en el municipio de Poncitlán (cidh, 2020: 10).

Dos días después de la macro-excursión, y sin dar mayo-
res detalles, Patricia Martínez, de la Coordinación general de 
Gestión Territorial del gobierno estatal, anunció que acordaron 
con representantes empresariales crear un “Certificado San-
tiago”, para establecer “estándares de medición más altos en 
cuanto al cumplimiento ambiental” (Mora, 2020). En un foro 
virtual sobre la estrategia rrs en septiembre de 2020, autori-
dades estatales indicaron que el Certificado Santiago sería una 
verificación voluntaria, que estaba en “proceso de desarrollo”, 
y afirmaron que “pronto se darán a conocer los lineamientos, 
reglas de operación y criterios de cumplimiento” (Gobierno de 
Jalisco, 2020b: 14). A pregunta expresa sobre el compromiso 
social y ambiental de la industria en la cuenca, la respuesta 
versó en los términos de lo que he denominado el “mito de las 
multinacionales”, al aseverar las autoridades que: “La indus-
tria más formalizada ya cuenta con procesos internos de cum-
plimiento ambiental, y algunas, han implementado estándares 
internacionales para asegurar el cumplimiento” (Gobierno de 
Jalisco, 2020b: 15). Este “mito” suele repetirse de cara a evi-
dencias en contra –incluyendo la denuncia de las 29 empresas 
que hizo el mismo gobierno estatal; denuncia que al parecer no 
llevó a ningún proceso de sanción. En forma similar, el “Cer-
tificado Santiago” no se volvió a mencionar públicamente, ni 
tampoco salió en posteriores informes de la estrategia rrs 
(Gobierno de Jalisco, 2021, 2022, 2023).

En sí, el componente “fuente de desarrollo” se orientó más a 
los productores agropecuarios, al ostentar acciones de promoción 
de insumos orgánicos, capacitación en manejo de agrotóxicos y, en 
especial, acciones encaminadas hacia las granjas porcícolas, iden-



264 265

BAJO EL VOLCÁN. REVISTA DEL POSGRADO DE SOCIOLOGÍA. BUAP 
año 6, número 11, noviembre 2024 – abril 2025

tificadas en el primer informe de la estrategia como el “principal 
generador” de contaminación al río Santiago (Gobierno de Jalisco, 
2020a: 12). Así, hubo inversiones en la “modernización de granjas”, 
sin que existan datos para medir el impacto de tales inversiones, ni 
tampoco datos fehacientes para comprobar que en efecto sea este 
sector la “principal” fuente de deterioro del río. Hacia la industria 
manufacturera, además de lo ya mencionado, lo único que los do-
cumentos refieren es a algunos programas de reactivación econó-
mica de la Secretaría de Desarrollo Económico, abiertos durante la 
pandemia, y un “financiamiento verde” que reportaron entre 2021 y 
2023 había apoyado a “16 unidades económicas, otorgando 18 mdp 
en crédito para eficiencia energética y generación distribuida (siste-
mas fotovoltaicos)” (Gobierno de Jalisco, 2023: 17). 

El gobierno estatal ha tenido una respuesta a la mano cuando 
se cuestiona por qué tan poca acción hacia este sector –más allá de 
apoyos para paneles solares e inspecciones de la proepa mayormen-
te enfocadas en residuos de manejo especial. El informe de 2022, 
por ejemplo, destaca como respuesta a las medidas cautelares de la 
cidh, las inversiones del gobierno estatal, y afirma que “el gobierno 
federal ha sido omiso ante este gran desafío” (Gobierno de Jalisco, 
2022: 7). La ausencia federal es real, como ilustraré a continuación, 
pero también cabe la pregunta: ¿de qué maneras ha contribuido la es-
trategia rrs a disminuir la presión hacia la industria al plantear que 
la problemática está en vías de una solución, aunque sólo atiende 
aguas residuales municipales y quizás granjas porcícolas?

Las omisiones federales, aun así, están más aparentes que 
nunca. Como la autoridad responsable de vigilar las extracciones 
y descargas de agua, así como la ocupación de zonas federales y 
extracción de materias pétreas de esas zonas, la Conagua ha de 
asegurar el cumplimiento de un universo de 530,885 concesiones 
y permisos de descarga.12 Sin embargo, ha ido menguando su ca-

12	 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/805391/NACIO-
NAL_dic2022.pdf, consultado marzo de 2024.
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pacidad, al bajar de cerca de 200 inspectores en el año 2015 (J.A. 
Rodríguez, comunicación personal, 7 de mayo de 2015), a unos 
ochenta inspectores a nivel nacional en 2021.13 Eso explica en par-
te la reducción de las inspecciones, de un promedio de 7,694 por 
año entre 2010 y 2018, a sólo 2,589/año entre 2019 y 2023. En 
Jalisco, donde el Registro Público de Derechos de Agua consigna 
42,668 concesiones y permisos, la reducción ha sido más drásti-
ca.14 En el estado, las inspecciones se redujeron un 80%, de un 
promedio de 273/año entre 2010 y 2018, a sólo 54/año entre 2019 
y 2023. A ese ritmo, para inspeccionar a cada usuario en Jalisco, 
la Conagua requeriría 790 años.15

La Procuraduría Federal de Protección al Ambiente puede 
también inspeccionar descargas a cuerpos de agua, pero poco 
cubre, con un promedio de sólo 197 inspecciones por año en 
esta materia entre 2019 y 2022 en todo el país.16 La falta de 
vigilancia en la cuenca es una clara señal de cómo las autori-
dades federales han hecho caso omiso a la recomendación de 
la Comisión Nacional de Derechos Humanos, emitida en 2022, 
y que encontró que “resulta incuestionable que las autoridades 
responsables han transgredido los derechos humanos a un me-
dio ambiente sano, al agua y saneamiento, a la salud y al prin-
cipio del interés superior de la niñez, pues está plenamente 
demostrado el alto grado de contaminación que el río Santiago 
presenta” (cndh, 2022: 151). Esta recomendación llamó a Se-

13	Comentarios de subdirectora General de Administración del Agua, 
Conagua, durante el evento La gestión del agua en el siglo xxi, 16 de 
noviembre de 2021.

14	 https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/805387/JAL_dic2022.
pdf, consultado marzo de 2024.

15	 Información recuperada de https://www.gob.mx/conagua/documen-
tos/derechos-y-obligaciones-de-los-usuarios-ante-una-visita-de-inspec-
cion, consultado marzo de 2024.

16	 https://www.profepa.gob.mx/innovaportal/v/4550/1/mx/planes_
programas_e_informes.html, consultado abril de 2024.
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marnat a celebrar un convenio marco de coordinación interins-
titucional con autoridades de los tres niveles de gobierno, y 
entre muchas otras acciones, exhortó mayor presupuesto para 
que Conagua y profepa realizaran inspecciones en la cuenca. 
Aunque es contundente la recomendación, su impacto a nivel 
del gobierno federal parece cercano a nulo.

Los ausentes del debate: fragmentación  
fluvial y aguas subterráneas

Aún si focalizamos, como en este texto, sólo en la calidad del 
agua del río Santiago y sus fuentes de contaminación, sin abrir-
nos al análisis de otras facetas de la problemática de salud am-
biental en la cuenca, incluso desde este enfoque reducido en el 
agua, la estrategia rrs adolece de ausencias notorias, que a su 
vez reflejan ausencias en las políticas y prácticas de gestión 
del agua en el país. Una primera ausencia es lo concerniente 
al patrón de flujos en el río Santiago y las implicaciones de su 
fragmentación derivada de una serie de obras hidráulicas. La 
otra tiene que ver con los procesos de sobre-extracción de agua 
subterránea y la creciente conflictividad y patrones de inequi-
dad que se agudizan en torno al acceso a las fuentes de agua 
subterránea y superficial.

La construcción de importantes obras hidráulicas en el río 
Santiago inició en 1853 con la presa derivadora Corona, cerca-
na a la localidad de Atotonilquillo, en conjunto con los canales 
de riego Zapotlanejo, La Aurora y Atequiza, para la irrigación 
de cuatro mil hectáreas (Sandoval, 1994). Ya a finales del si-
glo, en 1893, se inauguró la planta hidroeléctrica El Salto, 
arriba de la cascada, la primera hidroeléctrica para servicio 
público en el país (Durán et al., 1999). En 1905, se terminó la 
construcción de la Presa Poncitlán sobre el río Santiago, con 
la finalidad de aumentar la capacidad de almacenamiento en 
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el lago de Chapala (Durán et al., 1999). Siguió de esta obra 
dos presas hidroeléctricas más: Puente Grande, que entró en 
operaciones en 1912, y las Juntas en 1923, ambas aguas abajo 
de El Salto (Ramos-Gutiérrez y Montenegro-Fragoso, 2012). 
La siguiente obra hidráulica surgió durante la peor crisis del 
lago de Chapala del siglo veinte (1945-1958), y que llegó a 
disminuir los flujos por el río Santiago y, por tanto, el suminis-
tro de energía eléctrica a Guadalajara. En aras de garantizar 
el funcionamiento de las hidroeléctricas, en 1947 se inició la 
construcción de una planta de bombeo en Ocotlán, para bom-
bear agua del lago hacia el río (Sandoval, 1981). Dos años des-
pués, empezó a operar la hidroeléctrica Colimilla, aguas abajo 
en la Barranca Huentitán-Oblatos, y en 1963 su sumaría la 
hidroeléctrica Luis M. Rojas (Intermedia), y en 1964 la presa 
Santa Rosa en el municipio de Amatitán (Ramos-Gutiérrez y 
Montenegro-Fragoso, 2012). Décadas más recientes verían las 
inauguraciones de otras presas hidroeléctricas grandes aguas 
abajo: Aguamilpa (1994), El Cajón (2007) y La Yesca (2012) 
(Ramos-Gutiérrez y Montenegro-Fragoso, 2012).

De vuelta a la década de los cincuenta, en 1953 se empe-
zaron a construir obras para abastecer a Guadalajara con agua 
del río Santiago. La toma era de la Presa Corona e implicó la 
prolongación del canal Atequiza hasta la Presa La Calera, y de 
ahí hasta la Presa Las Pintas. El sistema empezó a operar en 
1956, con la potabilización inicialmente de 1 m3/segundo (San-
doval, 1981). Viene a cuenta este breve relato de algunas de 
las principales intervenciones hidráulicas, ya que marcan los 
patrones de explotación del agua en el río Santiago, que funcio-
na más como una cascada de presas, y en base a de los usos del 
agua del Área Metropolitana de Guadalajara y del distrito de 
riego 013. Aunque entró en función el acueducto cerrado para 
conducir agua del lago de Chapala al amg en 1991, hasta la 
fecha el sistema antiguo del río Santiago (Presa Corona-Canal 
Atequiza-Las Pintas) es la segunda fuente de agua a la ciudad, 
del que se extrajo 2.2 m3/s en promedio entre 2020 y 2022, 
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de acuerdo con el Sistema Intermunicipal de los Servicios de 
Agua Potable y Alcantarillado (siapa), cercano al veinte por 
ciento del abastecimiento (siapa, 2023). Fuera de la zona ser-
vida por siapa, en la localidad de El Zapote, el ayuntamiento de 
Tlajomulco de Zúñiga estrenó en 2019 una potabilizadora que 
ahora trata 270 L/s de agua del Canal Atequiza-Las Pintas.

Sin entrar en detalle, de acuerdo con autoridades muni-
cipales de Tlajomulco, el voltear a aguas superficiales para 
el abastecimiento es resultado tanto de la merma de caudales 
subterráneas de sus 185 pozos –que hasta 2019 eran sus úni-
cas fuentes– como de los problemas de calidad de las fuentes 
subterráneas en la zona del acuífero administrativo de Tolu-
quilla (que coincide mayormente con la subcuenca superficial 
El Ahogado) (G. Ramos, comunicación personal, 29 de junio 
de 2022). Desde la década de los noventa, estudios de pozos 
en el acuífero Toluquilla detectaban niveles arriba de los lími-
tes para consumo humano de arsénico, fluoruros, manganeso 
y fierro (Conagua, 2024). En los datos de la Conagua, basados 
en volúmenes concesionadas sin mediciones de la extracción 
real, así como en estimaciones de la recarga, el acuífero Tolu-
quilla tiene un déficit de 75.6 millones de m3 anuales (dof, 9 
de noviembre de 2023). La incertidumbre de la información se 
exacerba en esta zona periurbana con rápidos cambios de uso 
de suelo. Al realizar un análisis de los usos de suelo con imá-
genes Landsat (2016-2018), y para rectificación con imágenes 
de esri 2021, en los sitios donde se reportan los 1,025 pozos 
agrícolas concesionados en el acuífero Toluquilla, detectamos 
379 de estos pozos en áreas con uso de suelo urbano y 29 con 
uso de suelo industrial. Al mismo tiempo, especialistas refie-
ren que en el acuífero Toluquilla las concesiones que se ven-
den en el llamado “mercado negro”, generado al margen de las 
vedas sobre concesiones nuevas (Reis, 2014), tienen un costo 
de $130 pesos el metro cúbico (comunicación personal, 11 de 
marzo de 2024). Esto es otra señal de la competencia por un 
recurso que se vuelve más escaso.
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Los flujos entre el lago de Chapala y el río Santiago se con-
trolan en la planta de bombeo de Ocotlán. En época de lluvias, se 
prioriza el lago de Chapala al cerrar la Presa Poncitlán para que 
el agua del río Zula y el primer tramo del Santiago alimenten el 
lago. En estiaje, agua es bombeada desde el lago al río Santiago 
para el abasto al amg y el riego agrícola (visita de campo, 16 de 
abril de 2018). Varias de las ptars intervenidas en la estrate-
gia rrs podrán haber contribuido a disminuir los flujos de agua 
residuales sin tratamiento arriba del desvío al amg en la Presa 
Corona. Sin embargo, nunca ha habido acciones o reconocimiento 
de que los flujos en el río tienden a bajar y responden a dinámicas 
productivas y urbanas y al manejo de la infraestructura hidráu-
lica. Tampoco ha habido un reconocimiento de que la sobre-ex-
tracción de agua subterránea en el amg, que exacerba la conta-
minación geogénica de fuentes de abasto, genera mayor presión 
y competencia por los flujos de agua superficial, incluyendo en 
el sistema antiguo del río Santiago. Esto puede mermar más los 
caudales en el río, y reducir los volúmenes de riego disponibles 
para el distrito de riego 013 (un tema que habría que investigarse 
con mayor profundidad a futuro). En octubre de 2022, Un Salto 
de Vida y aliados trataron este tema en un comunicado público en 
donde llamaron la atención a que “el régimen natural de cauda-
les [del río Santiago] ha sido severamente alterado y el ciclo de 
aporte superficial-subterráneo está totalmente fragmentado con 
infraestructura hidráulica de impacto inadmisible”.17 Llamaron, 
en este sentido, a un cambio en la gestión del agua urbana para 
posibilitar la restauración del caudal del río Santiago.

17	Pronunciamiento ‘Urgente un cambio de rumbo en la atención al río 
Santiago y la salud de la población como Estado mexicano: Comuni-
dades afectadas, organizaciones y científicos comprometidos’, 28 de 
octubre de 2022.
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Reflexiones finales

En el mismo pronunciamiento de octubre de 2022, Un Salto de 
Vida y aliados hicieron un llamado a las autoridades del Estado 
mexicano a “plantear en serio la reconversión productiva de la 
región, lo que debe no solamente fortalecer la producción agro-
pecuaria sustentable, sino que se debe partir de establecer una 
veda al crecimiento industrial e inmobiliario en la cuenca alta”. 
Reseñé los límites de la “reconversión productiva” propuesta 
por la estrategia rrs, que parece ceñirse como aquí aseveran a 
intervenir en algunas granjas porcícolas, acciones de promoción 
de agricultura sustentable, y pequeños créditos para paneles 
solares en algunas empresas. Al mismo tiempo, las omisiones, 
las prácticas y los discursos de las autoridades en el periodo 
analizado tienen importantes implicaciones para el futuro de la 
cuenca.

Por una parte, tenemos a una autoridad federal en mate-
ria del agua y de la protección al ambiente quizás más ausen-
te que nunca. Eso abona directamente a la impunidad y deja 
sin efectos cambios normativos, como la aprobación en 2022 
de una nueva norma de descarga a cuerpos de agua naciona-
les, la nom-001-Semarnat-2021, ya que la autoridad competente 
no está vigilando su cumplimiento. Por otra parte, el gobierno 
estatal encabeza una estrategia discursivamente bien armada, 
que presentan ante la cidh como atención a las medidas cau-
telares y que incluso expusieron en el marco de la Conferencia 
del Agua de la Organización de las Naciones Unidas en marzo de 
2023.18 Bajo el cobijo de una estrategia de atención que ostenta 
estar recuperando el río, más que atender o frenar la expansión 
de la industria manufacturera en la cuenca, el argumento aquí 
esgrimido es que ha posibilitado la expansión continua de las 

18	 https://www.jalisco.gob.mx/es/prensa/noticias/157134, consultado 
marzo de 2023.
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actividades manufactureras al idear una narrativa de solución 
a la problemática centrada en las ptars municipales, hablar de 
una reconversión productiva sin tocar al sector manufacturero 
y, en términos generales, generar líneas de acción que no tras-
tocan los patrones de manejo y acceso al agua superficial y sub-
terránea en la cuenca. Con las aseveraciones de estar logrando 
“mejoras” en el río, vemos además cómo estas narrativas de so-
lución a una crisis de salud ambiental forman parte de las “ló-
gicas sacrificiales” que allanan el camino para la expansión del 
capital industrial e inmobiliario en la cuenca (Reinert, 2018).

Uno de los objetivos de este texto fue escudriñar a qué ha 
respondido el asumir desde actores estatales un discurso de cri-
sis ambiental en esta cuenca en donde múltiples presiones y 
consecuencias de la explotación y contaminación de las aguas 
superficiales y subterráneas convergen para degradar las condi-
ciones de reproducción social de la población y crear una zona 
de sacrificio ambiental en torno al río. Aquí, la naturaleza frac-
turada y contradictoria del Estado se evidencia en una estrate-
gia de restauración fluvial que evade el control de los efluentes 
industriales, mientras centra el discurso y la inversión en la 
infraestructura pública, en particular las ptars. Actores del Es-
tado, en particular del gobierno de Jalisco, han aprovechado el 
discurso de crisis ambiental en la cuenca en múltiples sentidos: 
para justificar la adquisición de deuda pública y para simular la 
atención a una compleja problemática socioambiental como el 
eje de su agenda “verde”, al tiempo que se acelera la expansión 
urbano-industrial en la cuenca.

La generación del discurso de “reconversión productiva” 
tiene soportes endebles en las acciones hacia el sector agro-
pecuario y simbólicos con relación al sector manufacturero. 
Las acciones simbólicas como el pacto voluntario o el hecho de 
anunciar un certificado voluntario y luego desistir, apuntan cla-
ramente a una intención de afirmar tener acciones hacia este 
sector sin regularlo. La solución que propone la estrategia rrs 
provee, además, “legibilidad” a la compleja problemática de la 
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cuenca (Scott, 1998), transformándola a su vez al restar aten-
ción al sector industrial y su crecimiento, especialmente en la 
subcuenca El Ahogado. De esta forma, podemos entender que la 
narrativa de crisis-solución busca contener la conflictividad so-
cioambiental en la cuenca, garantizar las condiciones para la ex-
pansión de capital industrial e inmobiliario, así como el acceso a 
deuda pública para la inversión en infraestructura construida y 
operada por empresas privadas.

El contrapeso de estas prácticas desde el Estado son las ac-
ciones de grupos organizados como Un Salto de Vida, que han re-
saltado las contradicciones no sólo de una estrategia sexenal sino 
de un modelo de desarrollo urbano-industrial basado en buena par-
te en la industria manufacturera estilo maquiladora, que goza de 
bajos salarios e impunidad. En contraposición a la narrativa oficial 
de crisis-solución que favorece a los actores privados en detrimen-
to de la población, Un Salto de Vida y sus aliados llamaron en el 
pronunciamiento de octubre de 2022 a la construcción colectiva 
de una estrategia para “la restauración de la vida en la cuenca 
del río Santiago”. Así como la organización comunitaria impidió 
continuar con la negación de la crisis socioambiental en torno al 
río, los grupos organizados continúan develando las contradiccio-
nes y sesgos de las prácticas y discursos desde los actores del 
Estado. La acción organizada es también una negación a que sus 
territorios juegan el papel de zonas de impunidad, o lo que los 
movimientos de justicia ambiental a nivel mundial han bautizado 
zonas de sacrificio.
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